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Resol. Serie “B” N° 02
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dos días del mes de febrero de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por la Dra. Ana Rosa Rodriguez, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Lidia Elizabeth Paz, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Luis Ariel Dominguez y Felipe Francisco Alegre Viaña, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 3237/3256 vta. del Expte. Nº 19.011 – Año 2018 – Autos: “Juarez Villegas Luis Alberto s.d. Abuso Sexual, Incumplimiento de los Deberes de Asistencia Familiar e.p. Juarez Villegas Lucía; Garay Marta Susana y otra – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término la Dra. Ana Rosa Rodriguez, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Lidia Elizabeth Paz, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Luis Ariel Dominguez y Felipe Francisco Alegre Viaña. 

La Sra. Vocal, Dra. Ana Rosa Rodriguez, dijo:

Visto:
El Recurso Extraordinario de Casación interpuesto por la defensa técnica del Sr. Luis Alberto Juarez Villegas, contra la sentencia del Tribunal de Alzada de fecha 08/11/2017 (fs. 3237/3256 vta.) que dispuso no hacer lugar al recurso de alzada impetrado y en consecuencia confirmar la condena pronunciada por la Cámara de Juicio Oral de 3ra. Nominación (fs. 2882/2944).-
Y Considerando:
I) Que en fecha 26/09/2014, la Excma. Cámara de Juicio Oral de 3ra. Nominación dictó sentencia en autos resolviendo condenar al Sr. Luis Alberto Juarez Villegas a la pena de seis años de prisión, por encontrarlo autor material y penalmente responsable de los delitos de abuso sexual simple agravado por el vínculo (Art. 119, 1° y 5° párr. en función del 4° párr. inc. B según Ley 25.087 – hoy Art. 118 en función del Art. 119, 4° párr. inc. B -  ello en función del 3° párr., inc. B conforme Ley 26.939, Arts. 40, 41 y 12 del C.P), hecho perpetrado contra Lucia Juarez Villegas; y del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar (Art. 1° de la Ley 13.944, incorporado al C.P., Arts. 40, 41 y 12 del C.P.) en perjuicio de Lucia y Rosario Juarez Villegas, todo ello en concurso real de delitos (Art. 55 del C.P.).--------------

Contra dicho pronunciamiento la defensa de confianza del Sr. Juarez Villegas interpuso recurso de alzada, el que fuera rechazado por el Tribunal a quo en fecha 08/11/2017, confirmando, consecuentemente, la sentencia condenatoria puesta en crisis (fs. 3237/3256 vta.).----------------------------------------------------

Dicho rechazo por parte de la Alzada, motivó la articulación del recurso extraordinario de casación en estudio (fs. 3265/3279) por el que se pretende que éste Alto Cuerpo revise, revoque y nulifique el decisorio impugnado. El recurso extraordinario fue concedido por el Tribunal de Alzada mediante resolución de admisibilidad obrante a fs. 3282 y vta.---------------------------------

Posteriormente, integrado el tribunal de la causa a fs. 3291 y vta. formularon excusación los Sres. Vocales Dres. Luis Eduardo Lugones (fs. 3292) y Carlos P.M.A. Lugones Aignasse (fs. 3294), planteos que fueron puestos a estudio y resueltos favorablemente mediante Resoluciones Serie “B” N° 98 y 121 de 2018, eximiéndolos de intervenir en los presentes obrados. Luego de ello, a fs. 3300, el recurrente interpuso recusación con causa en contra del Dr. Eduardo J. R. Llugdar, sosteniendo que el magistrado ya habría emitido resolución en un expediente de familia donde se habría merituado la prueba también inserta en éste expediente. Ante el planteo, el Vocal recusado produjo informe (glosado a fs. 3309/3345) oponiéndose al apartamiento por considerar que no existen motivos para tener por configurada la causal invocada. Pasado a estudio, mediante Resolución Serie “B” N° 171 del 2018, el tribunal concluyó en el rechazo del planteo recusatorio, confirmando la intervención en autos del vocal cuestionado (fs.3348/3349 vta.).--------------------

II) A fs. 3352/3359 obra glosado informe emitido por el Sr. Fiscal General del Ministerio Público, propiciando la inadmisibilidad de la impugnación formulada por la casacionista, ello por cuanto considera que el recurso no abastece los extremos argumentales mínimos para habilitar la instancia.-----------------------------------

En primer término, realiza una breve síntesis de la relación de la causa, y advierte que, el recurso fue deducido por persona legitimada, en tiempo oportuno y en contra de una resolución investida de impugnabilidad objetiva.-------------------------------------------------

En orden a los agravios esgrimidos, parte de resaltar que se encuentra cumplimentada la garantía convencional del doble conforme, por cuanto el análisis correspondiente a esta instancia debiera de limitarse a los motivos diferenciados en el Art. 483 del C.P.P. En ese entendimiento considera que el libelo casatorio no abastece los extremos argumentales mínimos que permitan visualizar la supuesta inobservancia o errónea aplicación del derecho, dado que el casacionista no especifica cuál es la norma legal violada o erróneamente aplicada, ni mucho menos cuál debería ser la interpretación correcta. Asimismo, entiende que el impugnante se concentra en transcribir párrafos de la sentencia sin efectuar una debida crítica concreta y razonada, lo que constituye un requisito habilitante de instancia.-----------------------

En el dictamen, el Sr. Fiscal General, a su vez asevera que los agravios esbozados adolecen de una falta de fundamentación absoluta, girando en torno a la reiteración de planteos ya realizados en instancias anteriores y tratados de forma acabada en la Alzada, sin aportar elementos nuevos de convicción que logren rebatir las sólidas consideraciones efectuadas por el a quo.------

Adentrándose al análisis de los planteos específicos señala que, con relación a la toma de declaración de la menor bajo la modalidad de Cámara Gesell, y respecto del contenido de la misma, que, en razón de la deficiencia argumentativa del agravio, no existe precisión respecto del perjuicio sufrido o de las defensas de las que se ha visto privado de oponer la parte recurrente, lo que impide conocer cuál es el verdadero estado de indefensión que esto le provoca.----------------

Idéntica solución postula con relación a la impugnación contra la concesión a la querella y al ministerio pupilar de la posibilidad de alegar en la clausura del juicio oral. En este punto afirma que, si bien la falta de contestación de la vista prevé la sanción de caducidad para el ejercicio de la facultad de requerir, ello no impide a la parte continuar actuando, por lo que ésta puede alegar más no acusar ni pedir pena, ejerciendo un control de la prueba y merituándola, todo lo que pudo ser refutado por la defensa quien alegó en última instancia, por lo que entiende que no existió tal indefensión. En esa línea y respecto del agravio sobre la violación del derecho de defensa, considera que el mismo resulta huérfano de contenido y resalta que en materia de nulidades procesales prima el criterio de interpretación restrictiva, por lo que sólo se puede anular una actuación cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo, no debiendo ser admitida cuando no existe una finalidad práctica. En ese entendimiento, remarca que las nulidades por vicios formales carecen de existencia autónoma y son remedios de excepción que deben cotejarse con el principio de conservación.-----------------------------------------

Por otra parte, con relación al agravio sobre la supuesta falta de fundamentación lógica del pronunciamiento de Alzada donde se ataca además la motivación por aparente y por presunta violación al principio de razón suficiente, entiende que la defensa no logra poner de relieve el quebrantamiento de las reglas de la lógica que evidencien la existencia de vicios de razonamiento al tiempo de evaluar las pruebas que fundaron los extremos en crisis.----------------------------------

Concluye sosteniendo que no se observa arbitrariedad alguna, siendo el decisorio congruente con la valoración de las pruebas y con sustento legal en la normativa vigente. Refuerza esa idea al afirmar que la tesitura del Tribunal a quo es clara y respetuosa de las reglas del pensamiento, explicitando razones y aportando elementos de juicio que permiten verificar el mecanismo de discernimiento utilizado.---------------------------------

Por lo expuesto finaliza postulando que no resulta procedente la revocación del fallo en crisis.-----

III) Integrado finalmente el tribunal a fs. 3360, notificado y consentido por las partes y cumplido el plazo en que estuvieron los autos puestos a la oficina, se fijó audiencia en los términos del art. 491 del C.P.P. para el 28/11/2019 la que fuera suspendida por pedido del Dr. Torres – parte recurrente – (fs. 3372) y reprogramada para el 18/12/2019. Dicha audiencia también debió ser suspendida a pedido de la defensa, argumentando problemas de salud que afectaban al Dr. Torres, abogado de confianza del imputado, por lo que se fijó nuevamente para el 13/03/2020, siendo posteriormente desistida conforme consta a fs. 3387. En el escrito de desistimiento, el impugnante ratifica el libelo recursivo en todos sus términos, haciendo expreso desistimiento del planteo excarcelatorio al poner en conocimiento del tribunal que el mismo deviene en abstracto por encontrarse el Sr. Juárez Villegas en libertad.-----------------------------

IV) En ese estado la cuestión, encontrándose el recurso debidamente sustanciado, es tarea liminar de este Alto Cuerpo realizar un reexamen de admisibilidad formal, conforme lo dispone el art. 491 primer párrafo del C.P.P.
Así, es facultad de éste Superior Tribunal verificar la concurrencia de los recaudos que hacen formalmente admisible el remedio casatorio. En ese sentido cabe revisar si el recurso fue intentado oportunamente y por quien se encontraba legitimado para hacerlo, con fundamentación suficiente y dirigido contra una resolución recurrible por esta vía conforme expresa previsión de la norma adjetiva, o contra sentencia definitiva o equiparable a tal.----------------------------------------

En esa tarea, el análisis resulta coincidente con el efectuado por el Tribunal inferior. El recurso fue interpuesto por la defensa técnica del encartado quien goza de impugnabilidad subjetiva, y en plazo oportuno conforme constancias de fs. 3260 vta., 3264 y 3279. Asimismo, fue intentado contra una sentencia con carácter de definitividad emanada del Tribunal de Alzada que ha decidido de modo final sobre la existencia del derecho sustancial, confirmando el decisorio de la Cámara de Juicio Oral de 3ra Nominación que condena al imputado a la pena de seis años de prisión, dando así cumplimiento a los requisitos formales previstos en los arts. 486 y 489, inc. 1º del C.P.P. (Ley Nº 6.941).-----------------------------

En orden a la exigencia contemplada en el art. 483 del C.P.P., el casacionista sostiene que la sentencia en crisis es nula y arbitraria por violentar normativa de carácter provincial, constitucional y convencional, y manifiesta que se enmarca en las previsiones del inc. 1º de dicho artículo - errónea inobservancia o aplicación de un precepto legal o doctrina jurisprudencial - y del inc. 3º del art. 484 - inobservancia o errónea aplicación de preceptos relativos a la intervención, asistencia y representación del imputado en el juicio, en los casos y formas que la ley establece -. A los fines de su pretensión invoca además los precedentes “Casal” de la C.S.J.N y “Herrera Ulloa vs. Costa Rica” de la C.I.D.H.---

Del escrito casatorio se desprenden, de forma general, los siguientes agravios contra la sentencia puesta en crisis. Por un lado, se plantea como erróneo el rechazo de las nulidades sostenidas en el debate oral, y se afirma la violación al derecho de defensa, el principio de congruencia y lógica jurídica y la violación al código de procedimientos. La defensa alega también la existencia de una arbitraria parcialización de la prueba y arbitraria denegación de incorporación de elementos de prueba lo que deriva en una violación al derecho de ser oído con las debidas garantías y a la tutela judicial efectiva. Además, alega violación a las reglas de la sana crítica racional, arbitrariedad e imparcialidad manifiesta, y finalmente entiende que la sentencia es arbitraria y absurda por inmotivada y por basarse en lo que la doctrina llama “fruto del árbol venenoso”. También se agravia de la privación de la libertad que sufría el Sr. Juarez Villegas al tiempo de presentación del escrito casatorio, sin embargo, como se dijo anteriormente, la defensa desistió de este punto por encontrarse el mismo actualmente en libertad, razón por la que dicho agravio no será abordado. Por último, realiza reserva del caso federal.------------

Siendo estos los extremos argumentales invocados, si bien, prima facie se presentan deficitarios y faltos de desarrollo, y no obstante vincularse a cuestiones probatorias, requieren de la habilitación de la instancia extraordinaria a efecto de que este tribunal se pronuncie sobre algunos puntos cuestionados que considera importantes ensayar y analice si en la instancia de mérito el a quo ha actuado de forma parcial y arbitraria, se han vulnerado reglas de la sana critica racional, o normas que regulan la actividad valorativa en el sentido denunciado por el recurrente. Por ello, se entiende como satisfecha la exigencia de fundamentación autónoma requerida por el ordenamiento ritual, debiendo por tanto proceder a analizar los agravios sostenidos en cuanto resulten conducentes.----------------------------------------------

V) Previo ingresar al tratamiento del sustrato crítico del decisorio recurrido, y en virtud de lo sostenido en el párrafo que antecede, corresponde fijar la extensión que cabe asignar al recurso de casación conforme las circunstancias de la causa, y en especial por la cita efectuada al precedente “Casal” de nuestro máximo tribunal nacional, el que requiere ser precisado en atención a la reforma del régimen procesal penal de la provincia producida a partir de la sanción de la Ley Nº 6.941.------

En ese sentido, el nuevo plexo ritual incorpora una modalidad recursiva de revisión amplia, reglada por el art. 476 ss. y cc. del C.P.P., bajo el nomen iuris “Recurso de Alzada”. Así, el legislador modificó el paradigma en la materia, con la finalidad de asegurar que el ordenamiento procesal habilite una vía que garantice el llamado “doble conforme”, entendido éste con la amplitud que surge del dictado del fallo “Casal” (sentencia del 20 de septiembre de 2005, en LL. 2005-F, 387), donde la Corte Suprema (en el marco de la doctrina de control de convencionalidad que dimana del precedente "Herrera Ulloa v. Costa Rica", sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 2 de julio de 2004, en LL. 2005-B, 497), determinó que el recurso de casación debía entenderse en el sentido de que habilitara a una revisión amplia de la sentencia. Dicho control debe ser todo lo extenso que sea posible al “máximo esfuerzo de revisión de los jueces de casación”, conforme a las posibilidades y constancias de cada caso particular y sin magnificar las cuestiones reservadas a la inmediación, sólo inevitables por imperio de la oralidad. Se llegó así al máximo de protección hacia el imputado, al permitírsele prácticamente un total reexamen de todos los aspectos del fallo condenatorio, sin distinciones entre las cuestiones de hecho y prueba.----------------------------------------

Como consecuencia de ello se debe garantizar siempre al imputado la existencia de una doble revisión del fallo, sin importar cuál haya sido la instancia en donde se haya dictado la sentencia condenatoria, y cualquiera haya sido ésta, se deberá arbitrar siempre una superior. Con el posterior dictado del fallo “Salto” (C.S.N., Fallos: T. 329, P. 530, sentencia del 7 de marzo de 2006), la Corte extendió expresamente al ámbito provincial este derecho a la doble instancia en el proceso penal. En base a estos antecedentes se abordó el nuevo ordenamiento ritual provincial, incorporando un instituto procesal: el Recurso de Alzada, orientado a esa segunda revisión amplia ordinaria (de máximo rendimiento), reservando el Recurso de Casación (ahora extraordinario) por ante el Superior Tribunal de Justicia, a cuestiones (motivos) enunciados en el art. 483 del C.P.P.------------

Así, el Tribunal de Alzada se constituye en un órgano jurisdiccional “intermedio” entre los Tribunales de Juicio Oral y el Superior Tribunal de Justicia, donde las partes podrán obtener la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin necesidad de recurrir ante el Superior, ante quién se podrá habilitar, en su caso, un remedio recursivo extraordinario restringido a motivos de derecho, y que tiene por exclusivo o predominante objetivo el control de la ley sustantiva o adjetiva aplicada por los Tribunales de mérito.---------------------------------------------------

En consecuencia, el recurso de casación excluye aquellas cuestiones fácticas y probatorias controvertidas y resueltas en instancias ordinarias, que ya no pueden ser objeto de análisis por este Superior Tribunal al haberse agotado su tratamiento ante el Tribunal de Alzada, que actúa como órgano revisor de las decisiones de los Tribunales de Juicio Oral, asegurando de esta forma, y como se viene desarrollando, la garantía del doble conforme. Ello salvo determinadas excepciones donde el recurrente logre probar de manera palmaria que existió por parte del tribunal inferior una arbitrariedad notoria y evidente por lo que se requiere de la revisión en esta instancia de algunas cuestiones de hecho y prueba a los fines de corregir el grave injusto causado.---------------

En definitiva, la actual instancia casatoria tiene un campo limitado en cuanto a la posibilidad de revisión de pronunciamientos de mérito, ya que la valoración probatoria y la apreciación de los hechos escapan al control de la vía recursiva extraordinaria provincial por ser cuestiones privativas de los jueces de la causa, salvo que se invoque y demuestre absurdo, arbitrariedad, violación a las reglas de la sana crítica o desconocimiento directo de derechos y garantías constitucionales, demostración que se encuentra a cargo del impugnante.-------------------------------------------

Dicho esto, a efectos de no desvirtuar el verdadero alcance y esencia del recurso casatorio, este Superior Tribunal viene sosteniendo que resulta esencial el cumplimiento por parte del recurrente de una cabal demostración de la violación de la ley o la aplicación falsa o errónea que denuncia del fallo impugnado, de manera de suministrar con ello fundamentos que estén referidos directa y concretamente a los conceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia, especialmente teniendo en cuenta que estamos frente a una vía extraordinaria y por ende limitada y restringida como es la casación.-------------------------

VI) Determinado el marco de extensión del recurso interpuesto, corresponde atender a los fundamentos invocados por el impugnante, y siendo que éste llega a esta instancia con una condena, confirmada por el Tribunal de Alzada, esto es, habiéndose cumplido la garantía convencional del doble conforme, la revisión en esta instancia debe acotarse al ámbito delimitado en el acápite que antecede, valorándose los motivos y argumentos dados para fundar la excepcionalidad de modo restrictivo.-------

Ahora sí, y dando tratamiento a los agravios formulados en el sustrato crítico del recurso extraordinario, en primer término, corresponde advertir que el tribunal a quo ha efectuado una revisión amplia y detallada de todos los agravios propuestos por la parte recurrente en dicha oportunidad, tomando cada uno de los puntos cuestionados y dando respuesta a ellos. En esos términos, el recurrente reitera dichos planteos en esta instancia reeditándolos con idénticos argumentos y transcribiendo fragmentos de la sentencia en crisis con los que desacuerda, pero sin derivar de ellos una crítica concreta y razonada, salvo en contadas excepciones. Por ello, en coincidencia con el Fiscal General del Ministerio Publico, de la lectura del libelo recursivo en gran parte de los agravios desarrollados, no se advierte con claridad cuáles son los gravámenes que le ocasionan al impugnante los razonamientos elaborados por el tribunal de mérito para dar respuesta a sus planteos.-----------------------
VI.a) En primer término, hay que atender al agravio planteado sobre del rechazo de parte del Tribunal de Alzada de las nulidades articuladas, rechazo que el recurrente entiende erróneo. Dicho planteo radica en el cuestionamiento, por un lado, respecto de la validez de la declaración testimonial rendida en Cámara Gesell por la víctima al tiempo del juicio oral, cuando ya tenía 16 años, y por el otro lado, sobre los alegatos efectuados por la parte querellante y el ministerio pupilar al cierre del juicio oral, siendo que éstos no habían efectuado la requisitoria de elevación a juicio.-----------------------

Ante ello, en principio hay que aclarar que el Tribunal de Alzada receptó ambos puntos y les dio amplio tratamiento. En la presente instancia el impugnante transcribe los párrafos de la sentencia del a quo que entiende agraviantes, reiterando los planteos, demostrando un claro desacuerdo con lo decidido, aunque sin exponer nuevos elementos que habiliten la revisión por esta vía. Sus agravios resultan una reiteración de fundamentos que fincan en la presunta violación a normas procesales y tratan de cuestiones de hecho y prueba, que no constituyen materia propia del recurso en tratamiento.----------------

VI.a.1) Sin perjuicio de lo anterior, es menester remarcar lo siguiente. La defensa técnica del condenado se agravia de la forma en que se procedió a la toma de la declaración testimonial de la menor víctima durante el juicio oral, por haberse realizado mediante la modalidad de Cámara Gesell teniendo ésta 16 años, y no habiéndose receptado el testimonio de forma presencial con inmediación por ante el Tribunal de Juicio.---------------

En ese sentido y sin mayores ahondamientos, en el expediente principal se observa que a fs. 2241 y vta. consta el ofrecimiento de prueba por parte de la querella donde se requiere el testimonio de Lucía Juárez Villegas mediante la modalidad de Cámara Gesell. Posteriormente (a fs. 2298) luce la resolución que hace lugar a la prueba ofrecida, entre ella el testimonio en cuestión. Dicho resolutorio fue notificado a la defensa por cédula obrante a fs. 2303. En efecto, no hubo oposición de parte de la misma en la admisión del testimonio bajo las condiciones propuestas y justificadas por la propia querella. Posteriormente a fs. 2513 obra decreto por el que se intima a las partes a acompañar el pliego de preguntas que cada una estime pertinentes a los efectos de la realización de la entrevista por Cámara Gesell, decreto que fuera notificado a la defensa por cédula que consta a foja seguida. Más adelante, a fs. 2544 luce el decreto que tiene por presentados los pliegos acompañados por el Ministerio Fiscal y la Querella, siendo que la defensa no habría presentado preguntas para su formulación en la entrevista a la víctima. Siguiendo la compulsa del expediente, en el acta de debate de fecha 26/08/2014 (específicamente a fs. 2619) se describe que las partes y el tribunal procedieron a constituirse en el subsuelo del edificio de tribunales para receptar el testimonio de la menor víctima, adjuntándose luego a fs. 2645 una copia del libro de actas de comparecencia a Cámara Gesell donde se da cuenta de la presencia durante la entrevista, del imputado y su defensa técnica.----------------------------

Dicho esto, de las constancias de la causa se desprende que la defensa técnica no sólo nunca se opuso a la realización de la entrevista bajo dicha modalidad, ni impugnó oportunamente su concesión, sino que tampoco acompañó pliego de preguntas cuando fuera notificada de tal facultad, y pudo presenciar la declaración y controlar la producción de la prueba, por lo que no surge indefensión alguna en los actuados que merezca la sanción nulitiva.------------------------------------------------- 
La situación psico-emocional de la adolescente (menor de edad) y la normativa referida a la materia han motivado la toma de declaración mediante Cámara Gesell y ella se ha desarrollado respetando los derechos de la víctima, mediante el procedimiento previsto y resguardando también la garantía de defensa en juicio.----------------

En relación con este punto es necesario recordar que el Protocolo Interinstitucional de abordaje de niños, niñas y adolescentes víctimas y testigos de abuso sexual y otros delitos para Santiago del Estero (del año 2008) – siguiendo lineamientos de instrumentos de carácter convencional – establece claramente que la menor víctima debe ser protegida de todo perjuicio que pueda causarle el proceso de justicia, siendo para ello necesario que se tomen todas las medidas tendientes a evitar su revictimización priorizando su salud pisco-física. Bajo ese lineamiento, el testimonio de la víctima, en este tipo particular de procesos, adquiere valor como prueba fundamental dado que la mayoría de los abusos sexuales se comete en la intimidad y las pruebas son difíciles e incluso imposibles de conseguir. Dicho eso, tratando de compatibilizar la toma de la declaración con los principios protectorios que deben regir toda actuación judicial, se deberá tratar que la misma sea prestada por única vez, salvo en casos excepcionales y debidamente justificados que cuenten con informe favorable de un profesional que dictamine sobre su conveniencia e impacto en la salud mental. En efecto, el propio protocolo prevé que “en casos en que se haya declarado la exclusión probatoria o nulidad de la declaración testimonial del NNyA durante la etapa intermedia o juicio oral; o, aparezca una nueva información que éstos quisieran contar durante el juicio oral, con carácter excepcional, a los fines de garantizar el derecho del niño a ser oído, previo dictamen favorable del psicólogo forense, se llevará a cabo una nueva declaración testimonial del NNyA en Cámara Gesell”.--------------------------------------------------
Nótese que el protocolo habla de Niños, Niñas y Adolescentes, debiendo entenderse por ello, según nuestro sistema normativo, a quienes no hubieran cumplido los 18 años de edad (art. 25 C.CyC). En ese sentido, si la víctima al tiempo del juicio oral hubiere cumplido la mayoría de edad, conforme protocolo su “testimonio se realizará en la sala de audiencia pudiendo la víctima solicitar que el imputado sea retirado a una sala contigua donde escuchará el testimonio y podrá mantener contacto con su defensa técnica a los fines de ejercer el derecho de defensa”. ---------------------------------------------
El protocolo de abordaje se sostiene, entre otras normas, en las Directrices sobre la Justicia en asuntos concernientes a los Niños víctimas y testigos de delitos 2005/20 del 2005 del Consejo Económico y Social, donde, entre múltiples pautas, se busca asegurar que niños y niñas “víctimas y testigos de delitos sean interrogados de forma adaptada a ellos (...)” “reducir la posibilidad de que éste sea objeto de intimidación, por ejemplo, utilizando medios de ayuda para prestar testimonio o nombrando a expertos en psicología”, y “evitar el contacto directo entre los niños víctimas y testigos de delitos y los presuntos autores de los delitos durante el proceso de justicia.” Similares previsiones se observan en las Reglas de Brasilia, donde se reitera que, en los casos de personas menores de 18 años, se requiere una especial tutela y se alienta la adopción “de aquellas medidas que resulten adecuadas para mitigar los efectos negativos del delito (victimización primaria). Asimismo, procurarán que el daño sufrido por la víctima del delito no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria). Y se procurará garantizar, en todas las fases de un procedimiento penal, la protección de la integridad física y psicológica de las víctimas, sobre todo a favor de aquéllas que corran riesgo de intimidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida (...) También podrá resultar necesario otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a prestar testimonio en el proceso judicial.” (12) En ese sentido “se velará para que en toda intervención en un acto judicial se respete la dignidad de la persona en condición de vulnerabilidad, otorgándole un trato específico adecuado a las circunstancias propias de su situación”. (50)------------- 

De este modo, cito sólo algunos de los múltiples instrumentos del derecho internacional que regulan la particular situación de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos que deban tener contacto con el sistema de justicia, para arribar, a partir de ellos, a idéntica respuesta a la pronunciada por el tribunal inferior.-------------------------------------------------
A más de lo anterior, nuestro ordenamiento ritual en su art. 267, establece que “Los menores de 16 años de edad solo podrán ser sometidos a interrogatorios por un psicólogo del Poder Judicial de la Provincia (…)”. Desde una interpretación literal de dicha premisa, no existe impedimento para que un/a menor de entre 16 y 18 años también pueda ser interrogado/a por la misma modalidad, puesto que la limitación que establece la norma es protectoria y pretende evitar que la persona menor que se encuentra involucrada en el proceso penal, sufra cualquier tipo de intimidación o revictimización, procurándole un trato específico adecuado a su edad, estado de vulnerabilidad y circunstancias personales. Ello significa que participa de forma plena en la actividad judicial, más lo hace de un modo adecuado a su condición. Sostener que un proceso se encuentra viciado porque una persona menor de edad no declaró en juicio como lo hace un adulto implica desconocer su situación particular y la tutela que el Estado le garantiza, además de negar su carácter de sujeto-víctima, pensando a la persona como un objeto del proceso.---------------------------------------


En el divorcio vincular, de donde surgiera la posterior denuncia que dio origen a este proceso penal, la víctima prestó declaración testimonial en un primer momento mediante un sistema que pretendió ser una Cámara Gesell (UCSE). En ese momento la niña tenía tres años de edad. Dicha declaración, impugnada por la defensa del condenado, propicio el pronunciamiento de nuestro máximo tribunal quien se expidió señalando que no podría analizarse su contenido, por cuanto no se llevó a cabo dentro del marco de un proceso judicial sino como una medida extrajudicial. Sobre ello resolvió la Cámara de Apelaciones que la prueba impugnada no constituye una pericia, por cuanto la indagación no tuvo su origen por un encargo judicial, ni tampoco constituye un acto definitivo e irreproducible. A la misma le atribuyó carácter de informe técnico o certificación expedida por un profesional de la salud, que constituye prueba documental, la que debe examinarse no en su materialidad sino en su contenido intelectivo, es decir como manifestación de un conocimiento científico respecto de un hecho percibido directamente por quien lo suscribe.-----------------------
En ese estado de cosas, llegado el proceso a instancia de juicio oral, y siendo de vital importancia como prueba de cargo, la querella requirió una nueva declaración de parte de la menor víctima, quien, encontrándose en condiciones emocionales y cognitivas para hacerlo de ese modo, rindió testimonio mediante la modalidad de Cámara Gesell, garantizándose el control del mismo por parte de la defensa. Contra dicha testimonial se alza el impugnante, pidiendo su nulidad, la que fuera denegada en instancia de alzada y cuyo planteo se reitera en esta instancia extraordinaria. Sin embargo, no se observa en el desarrollo argumental que la parte recurrente invoque el perjuicio sufrido con motivo de la segunda declaración efectuada por Lucía Juarez Villegas. Sólo se limita a referir que el relato resulta contradictorio, causando directa afectación del principio de congruencia por haberse modificado la base fáctica, agravio que será analizado más adelante. -----------------
En orden al planteo nulitivo, además de lo dicho ha de tenerse presente que el Estado debe siempre actuar como garante de la esfera de derechos del niño, niña o adolescente víctimas de violencia sexual, a fin de evitar que su actuación en el ejercicio de la acción penal consume una segunda agresión por el despliegue de actos que, so pretexto de obtener la verdad histórica de los hechos, implique su revictimización por violencia institucional, lo que ocurriría de declararse la nulidad que se pretende, dilatando indefinidamente el proceso. La propia CIDH, en el caso Forneron e hija vs Argentina del año 2012 ha sostenido que “en vista de la importancia de los intereses en cuestión, los procedimientos administrativos y judiciales que conciernen a la protección de los derechos humanos de personas menores de edad (…) deben ser manejados con una diligencia y celeridad excepcionales por parte de las autoridades. La observancia de las disposiciones legales y la diligencia en los procedimientos judiciales son elementos fundamentales para proteger el interés superior del niño”.


En suma, la ausencia de la adolescente en sede del plenario fue una decisión jurisdiccional en resguardo de su interés superior en el marco de disposiciones legales y convencionales que no vulneró el derecho de defensa. Por otro lado, el cuestionamiento de nulidad recibió adecuado tratamiento y solución en instancias previas, discurriendo la actual expresión de agravios en una reiteración de argumentos que no constituyen materia propia del recurso en tratamiento, salvo situaciones extremas de arbitrariedad o absurdo que hayan sido expresamente alegadas y demostradas por el impugnante, lo que no sucede en el presente.-----------------------------


VI.a.2.- Sobre la posibilidad de alegar concedida a la Querella y al Ministerio Pupilar en el acto del debate, también sin mayores ahondamientos pues ya fuera abordado por los tribunales inferiores, corresponde, en principio, contextualizar el planteo. -----------------
En ese orden de ideas, cabe señalar que el Tribunal de Juicio Oral, ante la oposición de la defensa al momento del plenario, efectuó un análisis detallado de sus planteos, y de la normativa nacional y convencional, concluyendo que tanto la representante del Ministerio Pupilar (fs. 2804), como la Querella (fs. 2805), contaban con facultad para brindar alegatos, más no para acusar y concretar pedido de pena. A su turno, el Tribunal de Alzada dio tratamiento a los agravios expresados en el recurso con relación al mismo punto y por el cual la defensa solicitaba la declaración de nulidad, resolviendo (a fs. 3244/346 vta.) que la concesión, a ambas partes, de la posibilidad de alegar, sin requerir pena, no ocasionó indefensión alguna a la parte recurrente, rechazando así el pedido nulitivo.---------------------------------------


A más de remitir a los argumentos ya expuestos por los tribunales de ambas instancias, donde se diera amplio tratamiento al agravio en el que insiste la defensa por esta vía excepcional, y con la finalidad de abonar a la decisión sostenida, se puede añadir que la acusación es un concepto complejo que se integra con los distintos actos que a lo largo del proceso van delineando la persona y el acontecimiento histórico imputado. El alegato integra ese conjunto de actos, pero de ningún modo es el que fija el hecho materia de acusación por sí sólo. En efecto, “los alegatos no revisten el carácter de acusación pues no modifican el objeto procesal, allí simplemente las partes exponen sus conclusiones sobre las pruebas incorporadas en el debate, actividad que se diferencia claramente de la de acusar. Los informes finales -Plädoyer- sólo tienen por misión permitir a las partes una valoración del contenido del debate, antes de que se dicte sentencia, como facultad otorgada a aquéllas para influir sobre la voluntad del juzgador, quien conserva el poder de decisión sobre la procedencia o improcedencia de la acusación -imputación del hecho delictivo- contendida en el requerimiento fiscal de elevación a juicio.” (Voto del Dr. Fayt en “Marcilese, Pedro Julio y otro s/ homicidio calificado” - Causa N° 15.888/98 – C.S.J.N.).------------------------------------


Ahora bien, la acusación sólo puede considerarse integrada luego de sustanciado el debate, más no existe limitación normativa para que las partes que no hubieren requerido la elevación a juicio (acusación) efectúen una valoración global de la prueba rendida. ------------------


Los precedentes jurisprudenciales de nuestro máximo tribunal que fueran citados por la defensa centran su análisis en la procura de determinar si la acusación, como exigencia requerida por la garantía del debido proceso, se satisface con el requerimiento fiscal o si, por el contrario, ese acto debe ser ratificado por éste órgano acusador al tiempo de alegar para permitir así al tribunal pronunciar una condena. Este punto no se encuentra en debate ni se pretende determinar en el presente caso en estudio. Tal es así que, en el sub-lite, la acusación se encontraba delimitada, constituyendo el objeto del juicio alrededor del cual se instaló el debate, y ésta fue posteriormente sostenida por la fiscalía, siendo entonces la misión del tribunal valorarla para absolver o condenar a quien se señalaba como presunto autor del hecho reprochado. ------------------------------
En efecto, lo que debe evaluarse – a partir de la concesión a la querella y al ministerio pupilar de la facultad de alegar sin acusar ni requerir pena – es si la defensa fue colocada o no en una posición de indefensión o bien si la condena del tribunal le hubiera podido significar una sorpresa, es decir que se hubiere basado en algo que la parte no hubiera podido rebatir.--------------


En este caso particular, encuentro razón al tribunal inferior respecto de que la defensa del condenado no ha cumplido con invocar cuál fuera el perjuicio sufrido o el derecho del que se ha visto privado a raíz del alegato efectuado por las partes. Asimismo, del cotejo exhaustivo de las actuaciones se desprende que la parte vio satisfecho su derecho a conocer las consecuencias previstas en caso de probarse su conducta delictiva, pues la imputación del hecho criminal se encontraba delimitada en la requisitoria fiscal siendo que además pudo alegar con posterioridad a las demás partes del juicio, con la posibilidad de rebatir los argumentos dados por las mismas. En conclusión, no existe sorpresa en la sentencia dictada pues el hecho delictivo por el que se recrimina al condenado es el mismo que fuera sostenido oportunamente por el Ministerio Fiscal.---------------------------------


Dicho esto, y dado que el impugnante postula que fue colocado en un estado de indefensión sorpresiva, se debe concluir que no se advierte un concreto estado de indefensión que amerite el dictado de una sanción tan gravosa como la nulidad que se pretende, desde que la invocada sorpresa no encuentra anclaje.-------------------


En materia de nulidades, nuestra Corte Suprema ha resuelto, aun tratándose de nulidades absolutas, que una sanción procesal de tal magnitud requiere la comprobación de un perjuicio concreto para alguna de las partes porque cuando se adopta en el solo interés del formal cumplimiento de la ley importa un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia (Fallos 295:961; 198:1413; 311:2337; entre muchos otros). Lo expuesto conduce a dar respuesta negativa al agravio, por no haberse constatado afectación alguna al principio de congruencia, dando prevalencia al principio de conservación. En este caso, la condena no ha implicado sorpresa alguna para el imputado, ni ha afectado su derecho de defensa. Dicho de otro modo, no se evidencia que se haya violado el principio de defensa en juicio, pues no hubo una condena sorpresiva sobre hechos y circunstancias de las que el procesado no haya podido defenderse debidamente (Fallos: 284:54; 298:104 y 304), ni una variación brusca del objeto del proceso.--------------


Finalmente, y en razón de ambos pedidos de nulidad, cabe resaltar que el llamado principio de trascendencia en materia de nulidades procesales indica que aquellas sólo resultarán susceptibles de declaración siempre que exista un fin que trascienda la nulidad misma, por cuanto la sanción no procede si el vicio no vulnera la garantía esencial de la defensa en juicio. En ello es pacífica nuestra jurisprudencia: “… la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en el solo interés formal del cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia" (C.S.N., in re "Castro Roberts" Fallos: 311:2337; a más y conc.: CNCas.Penal, Sala I: "Bonilla, Rosa E. y Otros s/ Rec. de Casación" reg. 555 de 8/8/95; Sala II: "Guillén Varela, J.M. s/rec. de casación" reg.58 del 18/11/93, "Nodar, María de los Angeles s/rec.de casación" reg.2534 del 10/5/99 - La Ley, 2000 - B, 174 - ; Sala III: "Guillén Brizuela, Gregorio A. s/rec.de queja" reg. 33/95 del 15/3/95, "Ausili, Gustavo Martín y otro s/recurso de casación" reg.128/95 del 22/6/95, "Pérez, Oscar Angel y otros s/rec.de casación" reg.103/96 del 9/4/96, "Castro, Cristián F. s/recurso de casación" reg.250/99 del 31/5/99, "Rodríguez, Daniel A. s/conflicto" reg.278/00 del 31/5/00; sala IV: "Nicolao, Elsa A. s/rec. de casación" reg.656 del 1/10/96; "Di Nome, Héctor F. s/rec. de casación" reg.1772 del 29/3/99); “En virtud del principio de trascendencia se requiere que quien invoque la nulidad y demuestre (carga específica) que el vicio le ocasionó un perjuicio cierto e irreparable que no puede subsanarse sino con el acogimiento de la sanción ("pas de nullite sans grief"). No hay nulidad en el solo interés de la ley desde que las formas procesales no constituyen un fin en sí misma. ("Themba, Cecil O. s/ Rec. de Casación" reg.209/00 del 26/4/00 - La Ley, 2001 - C, 622)” (CNCas.Penal Sala III, 11/06/2002, in re; Encinas Encinas, Edwin s/ Rec. de Casación, LL. 2003 - A, 684).-----------------------------


Por lo dicho, el agravio en estudio no puede tener acogida, y ambos planteos nulitivos deben ser rechazados.-----------------------------------------------


VI.b.1.- Por otro lado, con relación al agravio planteado sobre la arbitraria parcialización de la prueba, del escrito casatorio se desprende que el mismo versa respecto de la valoración como veraces de las testimoniales prestadas por peritos de la psicología que el impugnante considera parciales, interesadas y brindadas por profesionales que contaban con incompatibilidades que les impedían intervenir en el proceso. Al efecto se advierte que, en ningún momento el impugnante hace referencia concreta a los métodos o técnicas utilizadas, sino que centra su desacuerdo en la persona de los peritos, y en la presunta vinculación profesional que habrían tenido “los profesionales de la psicología que declararon en el juicio, siendo todos ellos claramente interesados estando en claras incompatibilidades por su profesión, algunos por ser profesionales que atendían a la madre y otros que estuvieron en una supuesta cámara gessel cuando era niña y que fuera nulificada como tal ya que no se dio el procedimiento que correspondía por ley” (extracto del escrito casatorio a fs. 3274).--------------


En el proceso judicial, no es tarea del perito emitir juicios de valor, sino auxiliar al juzgador, desde su ciencia, para que sea éste quien efectúe el proceso de valoración. Además, la existencia del hecho que resulta materia de juzgamiento, no puede ser afirmado más que por quienes lo presenciaron, y el perito sólo puede dar una respuesta científica sobre la credibilidad de los testimonios brindados por quienes sí conocieron, observaron o fueron parte del hecho que se reputa delictivo. La psicología del testimonio cuestiona la exactitud – factores atencionales perceptivos y de memoria – y la credibilidad – origen de la información – lo que difiere de la veracidad de lo declarado. -----------------


Ahora bien, de la lectura del propio agravio de la parte, no surge quiénes son los profesionales impugnados ni se citan nuevos elementos de convicción que pudieren invocarse ante este tribunal a los fines de acreditar su reprobación. Tampoco explica la parte recurrente qué resultado distinto a la conclusión que objeta se hubiera producido, de haberse efectuado la pericia por otros profesionales de la psicología, ni aporta fundamentos o medios de prueba que generen al menos la duda respecto de cómo y porqué se equivocaron dichos psicólogos y cuál fue su influencia en el resultado adverso a su defensa. Solo se limita a atacar sus conclusiones basándose para ello en la previa participación en una entrevista con la victima cuando tenía 3 años, y en que – al menos alguno/s – habrían sido terapeutas de la madre de la niña, lo que, como se dijo anteriormente, no resulta acreditado en autos.------------


Al tiempo de ofrecimiento de la prueba a rendirse en el plenario, siendo la oportunidad procesal para hacerlo (art. 365 C.P.P.) la defensa del imputado no objetó, cuestionó ni impugnó la condición personal de los peritos cuyas testimoniales hoy pretende señalar como parciales, incompatibles o interesadas, y tampoco formuló protesta – reserva de recurrir – con relación a este punto. Solo se observa durante el debate, que planteó la exclusión probatoria de la testimonial brindada por la Lic. Daniela Lescano, a quien la defensa señaló por haber violado el secreto profesional por no haber sido relevada por el imputado, quien fuera su paciente y lo que el tribunal resolvió conceder en resguardo del deber de confidencialidad terapéutica.-----------------------------


Por otro lado, tal como se recordó en el considerando VI.a.1, la Cámara de Apelaciones (a fs. 1382 y ss.) en oportunidad en que se planteó la nulidad de la declaración de la menor brindada en el año 2001, ya se pronunció resolviendo que la misma carecía de valor pericial y debía integrarse al proceso como prueba documental, es decir como informe técnico que refleja la manifestación de un conocimiento científico sobre un hecho percibido por quien lo suscribe. Dicho lo anterior, no deviene en incompatible, imparcial o interesada la declaración testimonial brindada en juicio de quienes emitieron y suscribieron dicha documental, precisamente por el hecho de haber participado en la primera entrevista de la niña.  En sus fundamentos, además, el tribunal de juicio sostuvo que la intervención continuada obedeció a que, con la finalidad de evitar una revictimización, la niña ya había establecido un diálogo, vínculo o “rapport” (sintonía que permite la colaboración necesaria basada en mutua confianza y comunicación fluida) con los profesionales actuantes, cuyo cambio hubiere implicado un retroceso inconveniente, siendo además que los peritos son personas especialmente capacitadas en su disciplina con formación científica y ética para colaborar con la administración de justicia. Decisión que resultó compatible con los principios supra legales desarrollados anteriormente, en protección de los derechos de las víctimas y de la minoridad.-------------------------------
Por todo lo anterior, el tribunal contaba con la facultad de valorar dichos testimonios con arreglo a la sana critica racional. Es decir, que la valoración de la credibilidad y veracidad era materia propia de la libre apreciación judicial. Ello importa la obligación del juzgador de evaluar los distintos medios probatorios explicando las razones que ha tenido para formar su convicción al ponderar la variedad de la prueba (conf. Fallos: 250:152; 314:649 y sus citas), sin que ello signifique la obligación de desarrollar todos y cada uno de los elementos de prueba aportados. El método de la sana crítica, así delineado, predetermina la admisibilidad de todo tipo de prueba y le impone al juez el deber de valorar las pruebas en su conjunto, utilizando un procedimiento dialéctico en que aplica las reglas de la lógica, de la psicología y de la experiencia, con la obligación de expresar, de racionalizar y de justificar el valor probatorio concedido y la decisión tomada. En palabras de Cafferata Nores, la sana crítica demanda “... la concurrencia de dos acciones: la descripción del elemento probatorio y su valoración crítica, tendiente a evidenciar su idoneidad para fundar la conclusión en que se apoya” (aut.cit., ob.: La Prueba en el Proceso Penal, P. 47). --------------------------------------------------
La lectura del decisorio en crisis, permite desentrañar que el mismo se ajusta a los estándares mínimos de la sana crítica y aparece como coherente y lógico en sus conclusiones. La sentencia recurrida contiene un juicio analítico cuyo nexo se encuentra suficientemente explicitado y descripto por el tribunal a quo, razón por lo que corresponde rechazar esta alegación.


VI.b.2.- Dentro del mismo agravio, y con relación a la invocada denegación arbitraria de la incorporación de la prueba, el impugnante no señala en su escrito recursivo a qué prueba hace mención, por lo que difícilmente este tribunal puede valorar si fuera bien o mal denegada. El agravio adolece de falta de fundamentación y presenta un déficit argumentativo, limitándose a transcribir párrafos de la sentencia recurrida, pero sin elaborar una crítica concreta y razonada de los motivos dados por el inferior, lo que limita el margen de análisis de este tribunal superior, al no evidenciar con claridad el perjuicio concreto que presuntamente se invoca.----------------------------------


Sin embargo, de la verificación de las actuaciones obrantes se desprende que, durante la celebración del debate oral, y fundándose en supuestas contradicciones y hechos nuevos (fs. 2754 y ss.) la defensa peticionó la incorporación de pruebas, a saber, cinco declaraciones testimoniales, un examen psicológico y psiquiátrico de la Sra. Marta S. Garay y de María Di Lullo de Garay y un examen médico-ginecológico de la víctima. Ante la oposición de las partes, el tribunal de juicio dio tratamiento al pedido efectuado y resolvió (fs. 2755 vta.), fundadamente, admitir dos de las testimoniales propuestas, denegando el resto de las pruebas ofrecidas por impertinentes, haciendo expresa mención que, respecto del pedido de examen médico-ginecológico de la víctima, éste además de resultar revictimizante en contraposición con lo establecido por las Reglas de Brasilia y demás instrumentos convencionales, resultaba, a dichas instancias, inútil e irrelevante.-------------------------


Ahora bien, en oportunidad de interponer el Recurso de Alzada, el impugnante no sostuvo este agravio, y en consecuencia el tribunal a quo no le dio tratamiento, recuperándolo recién ahora el casacionista en instancia extraordinaria. Atento a ello, y dada la doble limitación con que cuenta este tribunal en materia de recursos (circunscribirse a los agravios de la parte y a los fundamentos de la sentencia impugnada) no pudiendo establecer la relación necesaria para su análisis, tratándose de una cuestión probatoria y no existiendo un perjuicio concreto alegado por la parte, tal como se señaló ut supra, se concluye que este agravio tampoco puede tener acogida, y debe desestimarse.-----------------


VI.c.- Continuando con el examen de los motivos casatorios traídos por el recurrente corresponde observar si la sentencia impugnada viola la sana crítica racional, posee defecto legal por incongruencia y afecta el debido proceso y el derecho de defensa. El impugnante para sostener el agravio afirma que ello obedece a que la base fáctica se habría visto modificada por el relato de la menor en su segunda declaración, la que fuera contradictoria con sus dichos anteriores.-----------------


Abordando ese agravio, tal como lo manifestó oportunamente el tribunal inferior en el considerando VII del resolutorio en crisis, el sentido común nos indica que el relato brindado por una niña víctima de tres años de edad, naturalmente no será el mismo que brinde a los dieciséis años, aunque fuere la misma persona y se tratare de los mismos hechos, y no por ello ambos testimonios resultarían contradictorios. Ello se explica en que la memoria no es un dispositivo de grabación, sino que los recuerdos pasan por un proceso de reconstrucción permanente. Explicado en términos psicológicos se entiende por proceso constructivo de la memoria. Eso da razón del motivo por el que la forma de comunicar la vivencia de un hecho traumático, más aún cuando la víctima realizó un tratamiento psicológico para morigerar las consecuencias del evento disvalioso, fue reconstruyéndose en el tiempo conforme su etapa de desarrollo cognitivo. ---------------
En efecto, acorde al crecimiento de niños/as, varían también sus procesos amnésicos. Eso se puede explicar, entre otras razones por la adquisición de conocimientos generales que resultan fundamentales para contextualizar la experiencia y poder relatarla, y por el desarrollo del lenguaje, ya que a menor edad poseen mayor dificultad para poner en palabras los hechos vivenciados.- 

Dicho lo anterior, el análisis de la prueba brindada directamente por la victima menor debe necesariamente considerar su grado de madurez y la etapa cognitiva en que se encuentra al tiempo de prestar declaración, dado que su relato de lo ocurrido no resulta inmutable al paso del tiempo, lo que no implica que, indefectiblemente, éste resulte contradictorio y se vea afectado el principio de congruencia.---------------------
Lo que se exige, para reconocer fuerza conclusiva al testimonio, además de la credibilidad subjetiva de la víctima, es que el relato resulte verosímil, es decir que guarde una coherencia interna y una lógica o plausibilidad de la declaración, que haya persistencia en la incriminación y que exista cierta corroboración periférica con elementos objetivos externos al testimonio.--------------------------------------------
La persistencia, como exigencia del relato, implica la ausencia de modificaciones esenciales en las sucesivas declaraciones, así como que la misma sea concreta, narrando los hechos con las particularidades y detalles que cualquier persona en sus mismas circunstancias sería capaz de relatar, coherente y sin contradicciones, manteniendo la necesaria conexión lógica entre las distintas partes del relato y siendo persistente en un sentido material y no meramente formal, es decir constante en lo sustancial de las diversas declaraciones.-
En autos, el informe del testimonio brindado en juicio oral, que consta a fs. 2646 – suscripto por los Lic. Auatt y Ortiz – concluye que del lenguaje verbal y analógico de la entrevistada se puede señalar que las experiencias relatadas corresponden con su esfera psicosexual y son vivencias inscriptas en su psiquismo como traumatizantes. Además, concluye que el relato guarda un aceptable nivel de coherencia interna, sin observarse contradicciones, adiciones ni omisiones relevantes, y que sus expresiones remiten a detalles de orden sensorial. Finalmente señala que el relato se corresponde, en un alto grado de probabilidad, con recuerdos generados externamente, es decir que resulta de experiencias vivenciadas en la realidad. Ello también fue respaldado por el informe pericial de la Junta Psiquiátrica y Psicológica, donde tanto peritos oficiales como peritos de parte alcanzaron conclusiones similares señalando que, en razón de las características observadas y valoradas, existe la probabilidad de que los hechos hayan acontecido tal y como han sido relatados por la joven víctima.-------


Ahora bien, previo a dicha declaración testimonial, y conforme la requisitoria de elevación de la causa a juicio (a fs. 2093/2104) el Sr. Luis Alberto Juarez Villegas fue acusado de haber cometido abuso sexual simple, calificado por el vínculo, en perjuicio de su hija Lucía, habiéndose sucedido los hechos con motivo de la asistencia de la niña a su domicilio ubicado en Maco, en oportunidad del cumplimiento de un régimen de visitas acordado. Sobre esa pauta el órgano acusador habría requerido una condena por el delito de abuso sexual simple continuado agravado por el vínculo en concurso real con el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, solicitando una pena de seis años de prisión.--- 



Luego de celebrado el debate, el Tribunal de Juicio concluyó que, valorando el testimonio de la víctima, en conjunto con todos los demás elementos de prueba obrantes, adquirió “certeza apodíctica” por lo que condenó al imputado, tal y conforme lo requirió la fiscalía, es decir por el delito del que fuera acusado, teniendo por ciertos – acreditados y probados más allá de toda duda razonable – los hechos detallados en la requisitoria de elevación y aplicando la pena que fuera solicitada, sin ninguna alteración con relación a la acusación mantenida de forma previa al debate – y al testimonio de la joven.-----------------------------------
Como corolario de lo anterior, si bien existió una estrategia defensiva que puso en discusión la intencionalidad de Lucía Juarez Villegas y la presunta manipulación por parte de su familia materna – especialmente su madre – dicha maniobra no encontró asidero en la redefinición del conflicto y en la construcción de la víctima como tal. Así lo entendieron los tribunales inferiores, y así corresponde confirmarlo en esta instancia, por lo que, en razón de la brevedad, se hace expresa remisión a los fundamentos plasmados en las sentencias de fondo obrantes en la causa que condenan y confirman la condena del Sr. Juarez Villegas. ------------


VI.d.- Finalmente, el recurrente afirma que la sentencia impugnada es arbitraria, absurda, inmotivada y basada en el fruto del árbol venenoso. Sin embargo, al tiempo de determinar el agravio, en el escrito casatorio se puede leer que refiere que sostiene lo anterior ya que “la lógica o línea argumental de la sentencia se asienta en;” (fs. 3278 vta.) y renglón seguido cita jurisprudencia, más sin señalar cuáles serían esas lógicas que escapan a la sana crítica y tornan nula la sentencia atacada. Al igual que en los agravios antes analizados, la orfandad argumental una vez más no abastece los extremos mínimos que permitan a éste alto cuerpo efectuar una revisión del decisorio puesto en crisis.------------------


De igual forma se observa que el impugnante, con relación a este punto, transcribe párrafos de la resolución cuestionada relativos a la confirmación de la condena por el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, y a la merituación de la pena, más no realiza un análisis de dichos párrafos que permitan a este tribunal identificar los agravios que ellos le ocasionan, no pudiendo por tanto darles tratamiento, por no contar con los elementos y límites para su análisis, lo que implicaría suplir la inacción de la defensa.--------------


En razón de las valoraciones precedentes, y de la lectura detallada de la sentencia del inferior, se concluye que no se encuentran elementos que permitan rebatir las sólidas consideraciones que fueran efectuadas, ni se observan fallas lógicas o vicios en los procedimientos de elaboración del razonamiento formalizado por los juzgadores en las instancias inferiores. La sentencia aborda los agravios sostenidos por el recurrente y da respuesta a cada uno de ellos con fundamentos sólidos. Tampoco se advierte arbitrariedad que resulte palmaria y manifiesta. Lo que sí se evidencia es que existe por parte del impugnante, una reedición de los argumentos mantenidos en la instancia previa y que recibieron amplio tratamiento por el tribunal de mérito.--


Por último, y luego de ser analizada en profundidad la causa venida a estudio, se observa con preocupación el alto estado de vulnerabilidad en que fue colocada la víctima a lo largo del proceso, y no precisamente por el sistema judicial, sino por aquellas personas que se suponía, debían velar por su integridad, seguridad y bienestar. Los delitos contra la integridad sexual cometidos contra mujeres niñas constituyen una de las más crueles manifestaciones de las violencias en razón del género en las que se superponen la vulnerabilidad dada por su condición de mujer, y la derivada de la edad – lo que se denomina interseccionalidad, es decir una confluencia de dos tipos de discriminaciones o debilidades en una sola persona –. Son numerosos los derechos que se vulneran mediante las agresiones sexuales: el derecho a la integridad, a la intimidad, a la privacidad, a la salud y, principalmente, se vulnera el derecho a no ser expuesta a ningún tipo de violencia, abuso, explotación o malos tratos. Este tipo de delitos acarrea para sus víctimas daños irreparables a su integridad física, psíquica y moral. Esa afectación se ve agravada por la exposición a los medios de comunicación y por la revictimización que puede promover el propio Estado a través de sus agentes y auxiliares. Nuestro país ha establecido un sólido compromiso con la comunidad internacional y por supuesto con sus habitantes, en garantizar el acceso a la justicia y la justa condena para los casos en que se adquiera la certeza de que existió afectación a esos bienes jurídicos protegidos. Así lo entendieron los tribunales inferiores, y por todo el desarrollo argumental precedente, entiendo que así corresponde confirmarlo.--------------------------


VIII) Por los fundamentos que anteceden, normativa, principios, doctrina y jurisprudencia citada, y oído que fuera el Fiscal General del Ministerio Público, Se Resuelve: NO HACER LUGAR al Recurso Extraordinario de Casación interpuesto por la defensa técnica del Sr. Luis Alberto Juárez Villegas y en su mérito confirmar la sentencia de Alzada pronunciada a fs. 3237/3256 vta.------


A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por la Vocal preopinante, Dra. Ana Rosa Rodriguez, emitiendo su voto en idéntico sentido. 



A las mismas cuestiones, la Dra. Lidia Elizabeth Paz, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por la Dra. Ana Rosa Rodriguez votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Lidia Elizabeth Paz - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero dos de febrero año dos mil veintiuno.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve:  NO HACER LUGAR al Recurso Extraordinario de Casación interpuesto por la defensa técnica del Sr. Luis Alberto Juárez Villegas y en su mérito confirmar la sentencia de Alzada pronunciada a fs. 3237/3256 vta. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. S/R: “veintiuno” vale. Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Lidia Elizabeth Paz - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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